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JUICIO PARA LA PROTECCIÓN 

DE LOS DERECHOS POLÍTICO–

ELECTORALES DEL CIUDADANO.  

  

EXPEDIENTE: TEEH-JDC-009/2018. 

 

ACTOR: JUANA OLMEDO ESTRADA, 

FERNANDO LÓPEZ FLORES Y ROMEO 

CORONA GARCÍA. 

 

AUTORIDAD RESPONSABLE: 

AYUNTAMIENTO DE CUAUTEPEC DE 

HINOJOSA, HIDALGO Y OTRO. 

 

MAGISTRADA PONENTE: MAESTRA 

MARÍA LUISA OVIEDO QUEZADA. 

 
 

 

Pachuca, Hidalgo; a 13 trece de marzo de 2018 dos mil dieciocho.   

 

V I S T O S los autos para dictar SENTENCIA dentro del Juicio para la 

Protección de los Derechos Político Electorales del Ciudadano, radicado bajo el 

número de expediente TEEH-JDC-009/2018, interpuesto por Juana Olmedo Estrada, 

Fernando López Flores y Romeo Corona García, todos por su propio derecho y en su 

calidad de Regidores integrantes del Ayuntamiento Municipal de Cuautepec de 

Hinojosa, Estado de Hidalgo, mediante el cual impugnan la “Aprobación del acuerdo 

por el que la síndico procurador jurídico pueda celebrar la firma de convenios y finiquitos de 

los trabajadores al servicio del municipio” celebrado en Sesión Ordinaria Pública del 

Ayuntamiento, del 8 ocho de febrero del año 2018 dos mil dieciocho. 

 

SENTIDO DE LA SENTENCIA 

 

Se declara INFUNDADO el único agravio hecho valer por los promoventes, y 

por tanto se procede a CONFIRMAR el Acuerdo aprobado como Punto 9 nueve del 

Orden del Día de la Segunda Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento Municipal 

de Cuautepec de Hinojosa, Hidalgo, constatada en el Acta de Ayuntamiento 

Cua*02/HA/ORD/2018. 
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GLOSARIO 
 

Actores/Promoventes/Accionantes: 

 

Autoridad/es responsable/s: 

 

 

Ayuntamiento: 

Juana Olmedo Estrada, Fernando López 

Flores y Romeo Corona García.  

Ayuntamiento de Cuautepec de 

Hinojosa, Hidalgo. Síndico Procurador 

Jurídico del Ayuntamiento. 

Ayuntamiento de Cuautepec de 

Hinojosa, Hidalgo. 

Código Electoral: Código Electoral del Estado de Hidalgo. 

Constitución:  

 

Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

Constitución Local: 

 

Juicio Ciudadano: 

 

 

Ley Orgánica Municipal: 

Constitución Política del Estado de 

Hidalgo. 

Juicio para la Protección de los 

Derechos Político Electorales del 

Ciudadano. 

 

Ley Orgánica Municipal del Estado de 

Hidalgo 

Ley Orgánica del Tribunal: 

 

Municipio: 

 

Reglamento Interior del 

Ayuntamiento: 

Ley Orgánica del Tribunal Electoral del 

Estado de Hidalgo. 

Municipio de Cuautepec de Hinojosa, 

Hidalgo. 

Reglamento Interior del Ayuntamiento 

de Cuautepec de Hinojosa, Hidalgo. 

Reglamento Interior del Tribunal: Reglamento Interior del Tribunal 

Electoral del Estado de Hidalgo. 

Tribunal/Tribunal Electoral: Tribunal Electoral del Estado de 

Hidalgo. 
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RESULTANDOS 

 

I.- ANTECEDENTES.  

 

De las constancias que obran en autos, se advierte lo siguiente: 

<< 

I.1.- Acceso al cargo público. Derivado de la elección local de 

Ayuntamientos de los municipios que conforman el Estado de Hidalgo, periodo 

2016-2020, llevada a cabo el 5 cinco de junio de 2016 dos mil dieciséis, por cuanto 

hace al Municipio de Cuautepec de Hinojosa, fueron elegidos Juana Olmedo 

Estrada, Fernando López Flores y Romeo Corona García, entre otros, como 

Regidores Propietarios; y, por otra parte, María Silvia Muñoz Maldonado, fue 

elegida como Síndico Procurador Jurídico. 

 

I.2.- Instalación del Ayuntamiento del Municipio de Cuautepec, 

Hinojosa, Hidalgo. Mediante sesión solemne de declaratoria de instalación y 

toma de protesta efectuada el 5 cinco de septiembre de 2016 dos mil dieciséis, se 

tuvo por formalmente instalado el Ayuntamiento; fecha a partir de la cual los aquí 

promoventes se desempeñan en los cargos previamente establecidos.  

< 

I.3.- Convocatoria para la Sesión Ordinaria Pública. Con fecha 6 seis 

de febrero de 2018 dos mil dieciocho, los aquí promoventes fueron convocados a 

la Segunda Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento, la cual se celebraría el día 8 

ocho del mismo mes y año, a las dieciséis horas.  

< 

I.4.- Sesión Ordinaria Pública de la Asamblea Municipal. Siendo las 

dieciséis horas del día 8 ocho de febrero del año en curso, fue llevada a cabo la 

Segunda Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento, en la cual, se desahogaron, 

entre otros, los siguientes puntos: 

< 

“1. PASE DE LISTA Y VERIFICACIÓN DEL QUÓRUM LEGAL. 
2. INSTALACIÓN LEGAL DE LA ASAMBLEA. 
3. APROBACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
… 
9. ANÁLISIS, DISCUSIÓN Y EN SU CASO APROBACIÓN PARA QUE LA 
SÍNDICO PROCURADOR JURÍDICO PUEDA CELEBRAR LA FIRMA DE 
CONVENIOS Y FINIQUITOS DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL MUNICIPIO.” 
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II. MEDIO DE IMPUGNACIÓN.  

En data 12 doce de febrero de 2018 dos mil dieciocho, los actores 

presentaron de manera conjunta ante la Presidencia Municipal de Cuautepec de 

Hinojosa, Hidalgo, un escrito por el cual promovían un juicio ciudadano. Derivado 

de lo anterior, María Silvia Muñoz Maldonado en su carácter de Síndico Procurador 

Jurídico del Ayuntamiento, mediante oficio MCHH/SP/108/2018 de fecha 15 quince 

de febrero de 2018 dos mil dieciocho, remitió a este Tribunal Electoral, las 

constancias que integran el recurso interpuesto de que se trata, así como el 

original de la cédula de notificación para el TERCERO INTERESADO realizada 

mediante tablero notificador, copia certificada de la constancia de mayoría 

expedida por el Instituto Estatal Electoral a favor de la remitente del oficio así 

como de su credencial para votar, copia certificada del Acta de la Asamblea del 

Ayuntamiento celebrada el 5 cinco de septiembre de 2016 dos mil dieciséis, copia 

certificada del Acta  de la Asamblea celebrada el 8 ocho de febrero del año en 

curso y su informe circunstanciado.  

 

II.1.- TURNO. El día 15 quince de febrero del año en curso, el Magistrado 

Presidente, remitió las constancias del Juicio Ciudadano que se presentó en la 

Oficialía de Partes de este Tribunal, a la Ponencia de la Magistrada María Luisa 

Oviedo Quezada, para su debida sustanciación y resolución, quedando registrado 

bajo el número de expediente TEEH-JDC-009/2018. 

 

II.2.- RADICACIÓN Y SUSTANCIACIÓN. El 15 quince de febrero del 

año en curso, se radicó el medio de impugnación y se requirió a las autoridades 

responsables para que remitieran la cédula de retiro de notificación a Tercero 

Interesado; en auto de 20 veinte de febrero del año que transcurre, se tuvo a las 

autoridades responsables, dando cumplimiento al señalado requerimiento. 

 

II.3.- TERCERO INTERESADO. Durante la tramitación del presente juicio 

ciudadano, no compareció persona alguna en calidad de tercero interesado, ello a 

pesar de haberse realizado la notificación por cédula conforme al artículo 363, 

fracción III, del Código Electoral, tal y como se advierte de cédula de notificación 

remitida por la autoridad responsable y que obra a foja 17 diecisiete dentro de los 

autos del expediente TEEH-JDC-009/2018.  

<< 

II.4.- ADMISIÓN. Con fecha 28 veintiocho de febrero del año 2018 dos 

mil dieciocho, se admitió a trámite el juicio ciudadano, además se tuvieron por 
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ofrecidas y admitidas las pruebas invocadas por los actores, así como las allegadas 

por las autoridades responsables, mismas que se tuvieron por desahogadas por su 

propia y especial naturaleza de conformidad con lo dispuesto por el artículo 357 

fracciones I y II, del Código Electoral.  

 

Asimismo se requirió a las autoridades responsables para que en el término 

de 72 setenta y dos horas remitieran a este Tribunal Electoral copia de la 

grabación de audio de la Segunda Sesión Ordinaria Pública de fecha 8 ocho de 

febrero del año en curso celebrada por el Ayuntamiento, prueba que fue ofrecida y 

solicitada por los promoventes; acto seguido, mediante auto de 2 dos de marzo del 

año que transcurre se tuvo por recibido el oficio MCHH/DP/162/18 a través del cual 

las autoridades responsables remitieron un disco compacto con la leyenda “H. 

Ayuntamiento de Cuautepec de Hinojosa, Hgo. Audio de la Segunda Sesión Ordinaria 2018 

de fecha 8 de febrero de 2018”, y, por tanto, se tuvo a las autoridades señaladas 

como responsables dando cumplimiento a lo requerido en auto de 28 veintiocho de 

febrero del año 2018 dos mil dieciocho.  

 

II.5.- CIERRE DE INSTRUCCIÓN. Finalmente, a través del referido auto 

de fecha 2 dos de marzo de 2018 dos mil dieciocho, al no existir actuaciones 

pendientes por realizar, en el mismo auto se tuvo por cerrado el periodo de 

Instrucción y se ordenó dictar resolución, la cual es emitida con base en los 

siguientes: 

< 

< 

CONSIDERANDOS 

 

PRIMERO. - JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.  

 

Este Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo ejerce jurisdicción y es 

competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 17, 116 fracción IV, inciso c), de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 24 fracción IV y 99, inciso c) fracción III, de la 

Constitución Política del Estado de Hidalgo; 2, 346 fracción IV, 347, 433 fracción IV 

y 435, del Código Electoral; y, 2, 12 fracción V inciso B), de la Ley Orgánica del 

Tribunal.  

 

< 
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  Lo anterior se considera así ya que en el caso que nos ocupa los 

prominentes alegan presuntas violaciones a sus derechos político-electorales de 

ocupar y desempeñar el cargo de elección popular que les fue encomendado por 

la ciudadanía al haber sido electos como Regidores, derechos los cuales  se 

encuentran previstos por las leyes en materia electoral y derechos humanos y por 

tanto la acción por hechos presuntivos intentada, encuadra en el supuesto 

previsto por el artículo 433 fracción IV, del Código Electoral y por tal motivo, 

conforme al diverso numeral 435, este Tribunal es competente para resolver el 

presente juicio ciudadano.  

 

 

<  
SEGUNDO. – PROCEDENCIA. 

 

 

En virtud de que los presupuestos procesales deben ser de estudio 

oficioso por la autoridad jurisdiccional, previo al análisis del fondo del asunto y por 

tratarse de una cuestión de orden público ya que es indispensable para la legal 

integración del proceso y para determinar la procedencia o no de un medio de 

impugnación en materia electoral, serán analizados en el cuerpo de este 

considerando, siguiendo las disposiciones contenidas en los artículos 352 y 353 del 

Código Electoral, bajo los siguientes apartados: 

<< 

 

A. De la demanda.  

 

 

<El artículo 352 del Código Electoral, establece que el escrito mediante el 

cual se interponga un medio de impugnación, debe cumplir con los siguientes 

requisitos: - ser interpuesto por triplicado y ante la autoridad señalada como 

responsable, nombre del actor, domicilio para oír y recibir notificaciones, acreditar 

debidamente la personería del accionante, señalar el medio de impugnación que se 

hace valer, identificar el acto o resolución que se pretende combatir, así como la 

autoridad responsable del mismo, señalar los hechos en que basa su impugnación, 

así como los agravios y preceptos presuntamente violentados, ofrecer pruebas y 

hacer constar la firma del accionante.  

 

Así, de la instrumental de actuaciones, la cual goza de pleno valor 

probatorio de conformidad con lo dispuesto por el artículo 361 fracción II, en 
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interpretación armónica con el diverso 344, ambos del Código Electoral, se aprecia 

que la demanda satisface los requisitos establecidos, ya que en este caso 

específico fueron tres la personas que suscribieron el escrito en estudio, haciendo 

constar sus nombres y firmas autógrafas de manera individual, además de existir 

mención expresa de los hechos y de los agravios que afirman les causa el acto 

reclamado y finalmente, a través de ellos es posible identificar claramente el acto 

reclamado; por lo que el contenido del artículo 352 del Código en cita, se considera 

plenamente cumplido.  

 

< 

Además, en este apartado es necesario establecer la procedencia del juicio 

ciudadano promovido, ya que conforme al artículo 433 del Código Electoral, ésta 

se configura sólo cuando el ciudadano por sí mismo y en forma individual, haga 

valer presuntas violaciones a sus derechos tutelados en la materia y, en la 

demanda que nos ocupa, tres ciudadanos, como ha quedado precisado en el 

párrafo anterior, han promovido el juicio ciudadano a través de un mismo escrito; 

sin embargo, la redacción literal del texto legal no debe ser interpretada de tal 

forma que sea excluida la posibilidad de la acumulación de sendas pretensiones en 

una misma demanda, sino que debe ampliarse hacia la posibilidad de que varios 

ciudadanos con pretensiones intrínsecamente relacionadas y compatibles, inicien 

un juicio ciudadano mediante la suscripción de un sólo escrito inicial para obtener 

la restitución singular en sus derechos individuales. Por tanto, realizando una 

interpretación más extensiva y favorable sobre la ley secundaria conforme al 

principio de pro persona consagrado en el artículo 1° párrafo segundo de la 

Constitución, se tiene que con el escrito firmado individualmente pero presentado 

de forma conjunta por tres ciudadanos todos por su propio derecho y en su calidad 

de Regidores propietarios integrantes de un mismo Ayuntamiento, es suficiente 

para tener por cumplido el requisito de procedencia contenido en el artículo citado 

al inicio de este párrafo.  

 

< 

El criterio anterior, ha sido sustentado por la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la jurisprudencia 4/2005, 

consultable a fojas 158 y 159, de la Compilación 1997-2005, cuyo rubro y texto es 

el siguiente: 
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“JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO. ES PROCEDENTE 
CUANDO DIVERSOS ACTORES RECLAMEN SENDAS 
PRETENSIONES EN UNA MISMA DEMANDA.- Del contenido de 
los artículos 79 y 80 de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral se advierte que la exigencia relativa 
a que los ciudadanos promuevan el juicio de protección de los 
derechos político-electorales por sí mismos, determina que los 
actores no pueden ejercer la acción a través de un representante, 
apoderado, autorizado o personero en general, sino que lo tienen que 
hacer de manera personalísima, suscribiendo la demanda de propia 
mano, con su firma, así como las demás promociones que presenten 
en el juicio, actuando directamente en las diligencias a que puedan o 
deban comparecer durante el procedimiento; en tanto que la 
expresión en forma individual significa que los derechos político-
electorales que defiendan, sean los que les corresponden como 
personas físicas en calidad de ciudadanos, y no los de entidades 
jurídicas colectivas de cualquier índole, de las que formen parte. Por 
tanto, ninguna de esas expresiones excluye la posibilidad de la 
acumulación de pretensiones individuales en una misma demanda, 
esto es, que diversos ciudadanos inicien un juicio mediante la 
suscripción de un solo escrito inicial, con sendas 
pretensiones de ser restituidos singularmente en el propio 
derecho individual, ya que en esta hipótesis, cada uno de los 
actores es un ciudadano mexicano, que promueve por sí 
mismo, dado que nadie lo representa, y lo hacen en forma 
individual, en cuanto defienden su propio derecho, como 
personas físicas en calidad de ciudadanos, y no los derechos de 
personas jurídicas o corporaciones de las que formen parte.” 
 
(Énfasis añadido) 

 

 

B. De la acción.  

 

< 

Previo al estudio del fondo que se realizará sobre el único concepto de 

agravio hecho valer por los actores, es obligación de este Tribunal analizar si en 

efecto se cumplen con cada uno de los presupuestos procesales de la acción o se 

actualiza alguna causal de improcedencia, aunado al hecho de que la autoridad 

responsable infirió en su informe circunstanciado que el medio de impugnación 

debió desecharse de plano por improcedente además de ser infundado; 

circunstancias las cuales serán analizadas en la parte conducente de esta 

sentencia. 

 

< 

B. I.- Legitimación e interés jurídico.  
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El medio de impugnación previo análisis de las constancias afectas, se 

considera fue promovido por parte legítima, ello en términos del artículo 356, 

apartado segundo, del Código Electoral, ya que quien promueve son tres 

ciudadanos mexicanos, cada uno por su propio derecho con el carácter de Regidor 

Propietario integrantes del Ayuntamiento, quienes reclaman una presunta violación 

a sus derechos político electorales de ser votados en la modalidad del desempeño 

del cargo de elección popular que alcanzaron a través de una votación emitida 

derivada de un proceso electoral, lo cual se encuentra legalmente regulado en la 

fracción IV del artículo 433 del mismo ordenamiento legal, de donde deviene 

también su interés jurídico para accionar, pretendiendo obtener de este Órgano 

Jurisdiccional la restitución en el goce del derecho sustantivo que les fue 

presuntamente violentado, al no habérseles permitido cumplir con una de sus 

diversas obligaciones en el ejercicio de sus encargos como Regidores, privándolos 

del derecho de conocer y votar previamente en los asuntos que deriven en firmas 

de convenios y finiquitos respecto a los trabajadores al servicio del Municipio de 

Cuautepec de Hinojosa, Hidalgo; y por tanto, se considera la existencia de un 

vínculo directo entre el acto impugnado y la esfera jurídica de los actores, 

susceptible de ser analizada por este Tribunal. 

 

Ahora bien, en análisis del carácter con que los promoventes suscriben el 

medio de impugnación, es decir, como Regidores Integrantes del Ayuntamiento de 

Cuautepec de Hinojosa, Hidalgo, se advierte que si bien en su escrito de demanda 

manifestaron que dicho carácter lo acreditaban con “las Constancias de Asignación 

expedidas por el Instituto Estatal Electoral de Hidalgo” 1, de una revisión efectuada 

sobre los documentos que se presentaron junto con la misma, así como los 

remitidos ya en conjunto por la autoridad responsable, se advierte que dichas 

constancias no fueron acompañados por los promoventes, ello tal y como se 

aprecia de la descripción realizada por la Oficial de Partes de este Tribunal 

Electoral respecto de la recepción de documentos y que obra en autos a foja 3 

vuelta. 

< 

  No obstante lo anterior, de la instrumental de actuaciones, la cual goza de 

pleno valor probatorio de conformidad con lo dispuesto por el artículo 361 fracción 

II, en interpretación armónica con el diverso 344, ambos del Código Electoral, el 

carácter con el que los actores se ostentan al promover el presente juicio 

ciudadano, puede advertirse claramente de las constancias remitidas por la 

autoridad responsable al momento de rendir su informe circunstanciado conforme 
                                                            
1 Consultable en foja 4 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018.  
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a lo establecido por el numeral 363 del Código Electoral, ya que, entre otros 

documentos, presentó: “Copia certificada de la Constancia de Mayoría expedida por el 

Instituto Estatal Electoral de Hidalgo con vigencia del 8 ocho de junio del año 2016 dos 

mil dieciséis al 4 cuatro de septiembre del año 2020 dos mil veinte” y “Copia certificada 

del acta de la Asamblea ordinaria celebrada el 5 cinco de septiembre de 2016 dos mil 

dieciséis, en la cual se tomó protesta a los integrantes del Ayuntamiento”, éstos últimos 

dentro de los cuales se encuentran los accionantes, documentos que merecen 

pleno valor probatorio en cuanto a su contenido de conformidad con lo establecido 

por el numeral 361 fracción I, del Código Electoral, y con los cuales es suficiente 

tener por acreditada la legitimación con que promueven, toda vez que de ambas 

documentales, se advierte claramente el hecho de que a los aquí promoventes les 

es reconocida su calidad como Regidores Integrantes del Ayuntamiento, al estar 

plasmados sus nombres completos y firmas en dichas actas; quedando así 

acreditada su legitimación.  

 

 

  Y por tanto, al promover la demanda en su carácter de Regidores 

integrantes de un Ayuntamiento alegando violaciones a su derecho de ser votados 

en la vertiente del ejercicio o desempeño del cargo que la ciudadanía les 

encomendó, solicitando además la intervención de este Órgano Jurisdiccional para 

obtener la restitución en el goce pretendido de sus derechos político-electorales 

violentados, queda en evidencia que los actores cuentan con interés jurídico 

procesal para promover el presente medio de impugnación ubicándose en el 

supuesto previsto por el artículo 433 fracción IV, del Código Electoral; instando así 

la intervención de este Tribunal Electoral para analizar el fondo del asunto y fijar 

una determinación en torno a las presuntas violaciones hechas valer por los 

promoventes. 

 

< 

La postura tomada en este apartado de la sentencia analógicamente 

encuentra sustento en lo establecido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, en la jurisprudencia 33/2014, consultable a fojas 

43 y 44, publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia Electoral del 

año 2014, cuyo rubro y texto es el siguiente: 

< 

“LEGITIMACIÓN O PERSONERÍA. BASTA CON QUE EN AUTOS 
ESTÉN ACREDITADAS, SIN QUE EL PROMOVENTE TENGA QUE 
PRESENTAR CONSTANCIA ALGUNA EN EL MOMENTO DE LA 



11 
 

PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. - El artículo 13, párrafo 1, 
inciso b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral dispone, que los candidatos que promuevan un 
medio de impugnación electoral federal deben acreditar, 
precisamente, ese carácter. La carga que la ley impone a los 
promoventes no constituye un formalismo, de manera que éste no 
deba considerarse satisfecho, si no es precisamente el candidato 
quien presenta las constancias. Lo fundamental es que en autos se 
encuentre demostrada esa legitimación. Por tanto, si se encuentra 
demostrado en autos que el actor fue registrado por determinado 
ente, es claro que se cumple plenamente con la exigencia del 
numeral en cita.” 

 

< 

 

C. II.- Oportunidad.  

 

< 

Es pertinente establecer si el medio de impugnación en estudio fue 

presentado dentro del plazo señalado por el artículo 351 del Código Electoral, es 

decir, dentro de los cuatro días siguientes contados a partir de aquél en que se 

tenga conocimiento del acto reclamado. 

Así, una vez precisado lo anterior y analizadas previamente las constancias 

que integran el expediente del juicio ciudadano que se resuelve, se señala que el 

medio de impugnación interpuesto por los actores, fue presentado oportunamente, 

toda vez que el acto que por esta vía se reclama fue celebrado el 8 ocho de 

febrero de 2018 dos mil dieciocho, estando presentes los aquí promoventes, 

mientras que el recurso fue interpuesto ante la autoridad responsable el 12 doce 

del mismo mes y año, es así que al efectuar una simple operación aritmética 

obtenemos que el recurso fue presentado dentro de los 4 cuatro días previstos por 

la legislación.  

< 

B. III.- Definitividad.  

 

La ley aplicable en la materia no prevé medio de impugnación distinto al que 

se promueve, el cual es susceptible de interponerse para combatir el acto 

reclamado que consideran los actores transgrede sus derechos político-electorales, 

afectando su derecho de ocupar y desempeñar plenamente el cargo de elección 

popular encomendado por la ciudadanía.  

 

TERCERO. – ACTO RECLAMADO, PRETENSIÓN Y PRECISIONES. 

 

 

1.- Acto o resolución que se impugna. 
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<  
 

De la lectura del escrito por medio del cual es interpuesto el Juicio 

Ciudadano, así como de su estudio integral, es posible advertir que los 

promoventes señalan literalmente como acto impugnado la “Aprobación del 

acuerdo por el que la síndico procurador jurídico pueda celebrar la firma de 

convenios y finiquitos de los trabajadores al servicio del municipio”2, aprobación 

que se dio en Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento celebrada el pasado 8 

ocho de febrero del año 2018 dos mil dieciocho, en la cual, se desahogaron, entre 

otros, los siguientes puntos: 

 

“1. PASE DE LISTA Y VERIFICACIÓN DEL QUÓRUM LEGAL. 
2. INSTALACIÓN LEGAL DE LA ASAMBLEA. 
3. APROBACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
… 
9. ANÁLISIS, DISCUSIÓN Y EN SU CASO APROBACIÓN PARA QUE LA 
SÍNDICO PROCURADOR JURÍDICO PUEDA CELEBRAR LA FIRMA DE 
CONVENIOS Y FINIQUITOS DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL MUNICIPIO…. 
EN DESAHOGO DEL PUNTO NUEVE DEL ORDEN DEL DÍA QUE 
ESTABLECE EL ANÁLISIS, DISCUSIÓN Y EN SU CASO APROBACIÓN 
PARA QUE LA SÍNDICO PROCURADOR JURÍDICO PUEDA CELEBRAR 
LA FIRMA DE CONVENIOS Y FINIQUITOS DE LOS TRABAJADORES AL 
SERVICIO DEL MUNICIPIO, LA PRESIDENTA MUNICIPAL MENCIONA 
QUE DE ACUERDO A LOS ARTÍCULOS 67 Y 68 DE LA LEY ORGÁNICA 
MUNICIPAL VIGENTE EN LA ENTIDAD ES OBLIGACIÓN DE LOS 
SÍNDICOS CONTAR CON AUTORIZACIÓN EXPRESA DE LAS DOS 
TERCERAS PARTES DE LOS INTEGRANTES DEL AYUNTAMIENTO 
PARA EFECTO DE COMPROMETER EN ARBITRAJES AL MUNICIPIO Y 
CON ELLO VIGILAR, PROCURAR Y DEFENDER LOS INTERESES DEL 
MISMO, A ESTO ATIENDE EL PUNTO EN CUESTIÓN YA QUE LA C. 
MARÍA SILVIA MUÑOZ MALDONADO COMO REPRESENTANTE LEGAL 
DEL MUNICIPIO TIENE LA NECESIDAD DE FIRMAR CONVENIOS EN 
ARBITRAJES CON FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS ANTE EL TRIBUNAL 
DE ARBITRAJE DE HIDALGO. 
UNA VEZ QUE SE DISCUTIÓ LO SUFICIENTE EL TEMA SE SOMETE A 
VOTACIÓN QUEDANDO APROBADO CON 14 VOTOS A FAVOR, 1 
ABSTENCIÓN DEL SÍNDICO PROCURADOR HACENDARIO Y 3 VOTOS 
EN CONTRA DE LOS REGIDORES FERNANDO LÓPEZ FLORES, ROMEO 
CORONA GARCÍA Y JUANA OLMEDO ESTRADA. … ”.3 

 
 

2.- Pretensión de la parte actora.  

 

 

Expresamente señalaron lo siguiente:  

 

“… Por lo tanto, es violatorio de nuestro derecho de ejercicio del 
cargo el otorgar una autorización genérica para firmar convenios y 
finiquitos por que (sic) ello implicaría de manera implícita una 
renuncia a nuestras obligaciones otorgadas por la ciudadanía, por lo 
que, al actualizarse una “exclusión implícita al desempeño de las 

                                                            
2 Consultable en foja 4 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018. 
3 Consultable en fojas 26 a 37 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018. 
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funciones de síndicos y regidores”, a nuestro juicio lo procedente 
es revocar el acuerdo aprobado o bien, que se realice una 
interpretación extensiva  del punto de acuerdo, que 
clarifique el alcance del mismo, en el sentido de precisar que 
la Síndico Procurador Jurídico, María Silvia Muñoz 
Maldonado, tiene únicamente delegada la facultad por parte 
de los integrantes del Ayuntamiento para celebrar la firma de 
convenios y finiquitos de los trabajadores al servicio del 
municipio, previa autorización de la Asamblea, lo que se 
traduce en el respeto al derecho de Síndicos y Regidores de conocer 
previamente el objeto de cada convenio y/o finiquito, discutirlo y 
aprobarlo…”.4 
 
(Énfasis añadido) 

 
 
 

  3.- Precisiones emitidas al respecto por este Tribunal en torno al 

Acto o Resolución que se impugna.  

 

< 

  Del estudio integral del escrito por medio del cual es interpuesto el presente 

juicio ciudadano, si bien es cierto los promoventes en el apartado de “ACTO O 

RESOLUCIÓN RECLAMADO”, precisan como tal la “Aprobación del acuerdo 

por el que la síndico procurador jurídico pueda celebrar la firma de 

convenios y finiquitos de los trabajadores al servicio del municipio”5, 

resulta evidente de una interpretación sistemática de los artículos 344, 364, 

fracción I, 352, fracciones V, VI y VII, 368 y 433 fracción IV, todos del Código 

Electoral, que puede deducirse claramente de los hechos expuestos, que 

el ACTO RECLAMADO consiste en el - Punto 9 nueve de la Sesión 

Ordinaria Pública del Ayuntamiento del 8 ocho de febrero de 2018 dos 

mil dieciocho-, y que la CAUSA DE PEDIR versa en torno a la – 

autorización general que concede atribuciones a favor de la Síndico 

Procurador Jurídico para suscribir convenios y finiquitos, en éste caso, 

con los trabajadores al servicio del Municipio, así como comprometer en 

arbitrajes, sin una previa autorización que en cada caso debe darse por 

las dos terceras partes del Ayuntamiento, tal y como lo señala el 

Reglamento Interior del Ayuntamiento en su artículo 24 -, ya que esto les 

impide conocer con exactitud, caso por caso, en qué y cómo se utilizará tal 

autorización; obligación la cual les corresponde en ejercicio de su cargo público y, 

                                                            
4 Consultable en fojas 7 y 8 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018. 
5 Consultable en foja 4 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018. 
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por lo tanto, a su consideración, es violentado su derecho de ser votados en la 

vertiente del ejercicio del cargo.  

 

  Sin que pase inadvertido para este Tribunal que la parte promovente en su 

escrito de demanda en el capítulo de “HECHOS”, en su punto 3, hace referencia a 

una Sesión celebrada el “8 de febrero de 2019”; ya que, de un estudio integral 

realizado sobre la demanda así como de las constancias que integran el 

expediente y atendiendo al principio de la sana lógica previsto en el artículo 361 

del Código Electoral, es evidente para este Tribunal que la Sesión Ordinaria 

Pública dentro de la cual fue votado el acuerdo del que se duele la parte actora 

fue la celebrada el 8 ocho de febrero de 2018 dos mi dieciocho, ya que además es 

un hecho notorio que el año que transcurre es el año 2018 y por tanto aún no es 

posible establecer la temporalidad de la Sesión en un año que aún no acontece; 

máxime que la autoridad responsable al momento de rendir su informe 

circunstanciado hizo ver y confirmó que la Sesión a que se referían los 

promoventes es la celebrada el día 8 ocho del mes de febrero del año que 

transcurre6, por lo que tal deficiencia se tiene superada y aclarada para efectos de 

esta sentencia. 

 

 

 

CUARTO. – ESTUDIO DE FONDO. 

 

1.- Concepto de agravio hecho valer por los accionantes. 

 

  La parte actora al referirse a los agravios en su escrito de demanda, refirió 

literalmente lo siguiente:  

“ÚNICO. – Lesión a la esfera jurídica de las facultades y 
obligaciones de los regidores, que impacta de manera directa 
en los derechos político-electorales de ser votados en su 
vertiente de ejercicio y desempeño del cargo”. 

 

Y continúan el desarrollo de este agravio señalando que la autorización 

concedida a la Síndico Procurador Jurídico establecida en el punto 9 nueve de la 

Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento celebrada el pasado 8 ocho de febrero 

del año 2018 dos mil dieciocho, es general y abstracta, constituyéndose en una 

violación al ejercicio de sus cargos, ya que les impide conocer con exactitud, caso 

por caso, en qué y cómo se utilizará tal autorización. Derecho político de ejercicio y 

                                                            
6 Consultable en fojas 11 y 12 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018. 
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desempeño del cargo, el cual se encuentra previsto en los artículos 35 fracción II, 

y 36 fracción IV de la Constitución, así como en el artículo 18 fracción IV y V de la 

Constitución Local. 

 

Señalando además los accionantes que, si bien conforme al numeral 67 

fracciones I y II de la Ley Orgánica Municipal, la Síndico Procurador Jurídico tiene 

la facultad de representar al Ayuntamiento ante autoridades del trabajo que 

diriman controversias relacionadas con los trabajadores al servicio del Municipio, la 

misma no la faculta para celebrar convenios ni finiquitos de ninguna naturaleza. Ya 

que conforme al artículo 24 del Reglamento Interior del Ayuntamiento, a pesar de 

que los Síndicos no tienen facultades para firmar convenios y finiquitos, el 

Ayuntamiento puede otorgárselas cuando éstos tengan como fin desistirse o 

transigir, por mayoría calificada. Y en el caso de que se otorguen autorizaciones 

genéricas, se estaría anulando la posibilidad de que los integrantes del 

ayuntamiento puedan revisar o cuestionar un caso específico, lo que implica una 

renuncia anticipada a la obligación de ejercer el cargo; lo que es violatorio de su 

derecho de ejercicio del cargo actualizándose una “exclusión implícita al 

desempeño de las funciones de síndicos y regidores”.   

 

  2.- Informe circunstanciado y manifestaciones de las autoridades 

señaladas como responsables.  

 

  Conforme al artículo 363 del Código Electoral, las autoridades responsables 

a través de María Silvia Muñoz Maldonado en su carácter de Síndico Procurador 

Jurídico del Ayuntamiento de Cuautepec de Hinojosa, Hidalgo, al momento de 

rendir su Informe circunstanciado ante este Tribunal Electoral, remitió además lo 

siguiente: 1.- Constancia de notificación por cédula para tercero interesado; 2.- 

Copia certificada de la Constancia de Mayoría expedida por el Instituto Estatal 

Electoral de Hidalgo con vigencia del 8 ocho de junio del año 2016 dos mil 

dieciséis al 4 cuatro de septiembre del año 2020 dos mil veinte; 3.- Copia 

certificada de la credencial para votar de la Síndico jurídico, expedida por el 

Instituto Nacional Electoral; 4.- Copia certificada del acta de la Asamblea 

Ordinaria celebrada el 5 cinco de septiembre de 2016 dos mil dieciséis, en la cual 

se tomó protesta a los integrantes del Ayuntamiento; y, 5.- Copia certificada del 

acta de la Asamblea celebrada el 8 ocho de febrero del año 2018 dos mil 

dieciocho. Documentales públicas las cuales gozan de valor probatorio pleno en 
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cuanto a su contenido, ello de conformidad con lo establecido por el numeral 361 

fracción I, del Código Electoral. 

 

  Así, las autoridades responsables, a través de María Silvia Muñoz 

Maldonado en su carácter de Síndico Procurador Jurídico de conformidad con el 

artículo 21 del Reglamento Interior del Ayuntamiento, en su informe 

circunstanciado comenzó citando textualmente los artículos 352 fracción VII, 353 

fracción I, y 433, todos del Código Electoral, para continuar exponiendo que de 

dichos numerales se desprende que una causal de improcedencia deriva de las 

disposiciones del propio código y que de los artículos trascritos no se desprende 

que el juicio ciudadano sea procedente para impugnar actos emanados del 

Ayuntamiento, ya que como se advierte del recurso presentado, se pretende 

impugnar la aprobación del acuerdo por el que la Síndico Procurador Jurídico es 

facultada para celebrar la firma de convenios y finiquitos de los trabajadores al 

servicio del Municipio, el cual fue votado en Sesión Ordinaria del Ayuntamiento de 

fecha 8 ocho de febrero de 2018 dos mil dieciocho. 

< 

  Expresando además la autoridad responsable que, el Tribunal Electoral no 

es autoridad revisora de los actos emanados de los Ayuntamientos, sino que debe 

limitarse a observar que no sean violentados los “Derechos Electorales de los 

Ciudadanos”, y, por lo tanto, dicha protección no abarca a las Asambleas 

celebradas bajo las formalidades establecidas en la reglamentación interna de los 

Ayuntamientos.  

 

  Asimismo la autoridad responsable señala que en torno a los agravios 

vertidos por los promoventes en su demanda, son falsos, ya que en ningún 

momento se les ha privado de participar en las decisiones que toma el 

Ayuntamiento y que como consta en el Acta de Asamblea de fecha 8 ocho de 

febrero del año en curso, en la cual se concedió la autorización de que se trata, a 

favor de la Síndico Procurador Jurídico, el asunto fue previamente discutido y 

votado por todos los miembros presentes incluidos los promoventes quienes 

votaron en contra.  

< 

  Finalmente cita, que el medio de impugnación interpuesto debe declararse 

infundado, toda vez que se solicita la revocación de un acto administrativo 
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legalmente emanado del Ayuntamiento, el cual no violentó sus derechos político 

electorales.”7    

 

  3.- Fijación de la litis. 

  De lo desglosado en los dos puntos anteriores considerando las 

afirmaciones de los accionantes y los argumentos de la autoridad responsable, se 

puede apreciar que el conflicto de intereses conllevados en el presente Juicio 

Ciudadano, se constriñe en determinar si la autorización general concedida por el 

Ayuntamiento a favor de la Síndico Procurador Jurídico, para suscribir convenios y 

finiquitos con los trabajadores al servicio del Municipio, así como comprometer en 

arbitrajes, violenta o no, en perjuicio de los Regidores promoventes, su derecho 

de ser votados en la vertiente del ejercicio o desempeño del cargo que la 

ciudadanía les encomendó.  

 

  4.- Estudio de causales de improcedencia.  

 

  Por cuestión de método, antes de entrar al estudio del fondo del asunto, 

sea que las partes lo aleguen o no, por ser una cuestión de orden público y de 

análisis preferencial, debe examinarse si en el caso se actualiza alguna de las 

causales de improcedencia previstas en el artículo 353 del Código Electoral, mismo 

que a continuación se transcribe:  

 

“Artículo 353. Los medios de impugnación previstos en este Código 
serán improcedentes y se desecharán de plano, en los siguientes 
casos:   
I.  Cuando el medio de impugnación no se presente por escrito ante 
la autoridad correspondiente, incumpla cualquiera de los requisitos 
previstos por las fracciones II o IX del artículo anterior, resulte 
evidentemente frívolo o cuya notoria improcedencia se derive de las 
disposiciones del presente ordenamiento, se desechará de plano. 
También operará el desechamiento, cuando no existan hechos o 
agravios expuestos, o habiéndose señalado sólo hechos, de ellos no 
se pueda deducir agravio alguno;   
II.  Cuando se pretenda impugnar actos o resoluciones que no 
afecten el interés jurídico del actor, que se hayan consumado de un 
modo irreparable, que se hubiesen consentido expresamente, 
entendiéndose por éstos, las manifestaciones de voluntad que 
entrañen ese consentimiento;   
III. Que el promovente carezca de legitimación en los términos del 
presente Código;   
IV.  Que sean presentados fuera de los plazos y términos que 
establece este Código;   

                                                            
7 Consultable en fojas 13 a 16 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018. 
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V.  Que no se hayan agotado las instancias previas establecidas por 
la ley, para combatir los actos o resoluciones electorales y en virtud 
de las cuales se pudieran haber modificado, revocado o anulado;   
VI.  Que el acto o resolución recurrido sea inexistente o hayan cesado 
sus efectos; y   
VII.  Cuando en un mismo escrito se impugne más de una elección.   
 

 
  Y como en el caso que nos ocupa este Tribunal Electoral no advierte de 

manera oficiosa motivo de improcedencia alguno, por lo que se procede al análisis 

de la causal de improcedencia hecha valer por la autoridad responsable al 

momento de rendir su informe circunstanciado y que hizo consistir literalmente 

en:  
 

“Como se desprende de los numerales reproducidos (artículos 352, 
353 fracción I, y 433, todos del Código Electoral), una causal de 
improcedencia deriva en que se desprenda su notoria improcedencia 
derivada de las disposiciones del propio Código, y por su parte el 
numeral 353 fracción I, prevé la procedencia del Juicio para la 
Protección de los Derechos Político Electorales, de las que 
evidentemente no se observa que dicho juicio sea procedente para 
impugnar actos emanados del Ayuntamiento, ya que como se 
observa del escrito presentado, se pretende impugnar la “Aprobación 
del acuerdo por el que la Síndico Procurador Jurídico pueda celebrar 
la firma de convenios y finiquitos de los trabajadores al servicio del 
Municipio” celebrada  el día 8 ocho de febrero del año 2018 dos mil 
dieciocho por el H. Ayuntamiento de Cuautepec de Hinojosa, lo cual a 
todas luces es improcedente ya que el Tribunal Electoral del Estado 
de Hidalgo, no es autoridad revisora de los actos emanados de los 
Ayuntamientos, cuya función se limita a observar que no sean 
violentados los Derechos Electorales de los Ciudadanos, más dicha 
protección no abarca a las Asambleas celebradas bajo las 
formalidades establecidas en la reglamentación interna de los 
Ayuntamientos.” 8  

 
< 

  En resumen de lo anterior, podemos establecer que el argumento de la 

autoridad responsable versa sobre el hecho de que en los artículos 353 fracción I, 

y 433, ambos del Código Electoral, no se contempla la posibilidad de que el Juicio 

Ciudadano sea procedente para impugnar actos emanados del Ayuntamiento y por 

tanto, ya que a su consideración lo que se pretende impugnar es la aprobación del 

acuerdo por el que la Síndico Procurador Jurídico es facultada para celebrar la 

firma de convenios y finiquitos de los trabajadores al servicio del Municipio, el cual 

fue votado en Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento de fecha 8 ocho de 

febrero de 2018 dos mil dieciocho, y por tal motivo debe ser declarado 

improcedente.  

< 

                                                            
8 Consultable en fojas 14 y 15 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018. 
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  Ahora bien, en respuesta al argumento anterior hecho valer por la 

autoridad responsable, tal y como se estableció en el CONSIDERANDO 

PRIMERO de esta sentencia, este Tribunal Electoral se ha declarado legalmente 

competente para ejercer jurisdicción y conocer y resolver del juicio ciudadano 

promovido toda vez que como ha quedado ya determinado para este Órgano 

Jurisdiccional resulta evidente en interpretación de los artículos 344, 364, fracción 

I, 352, fracciones V, VI y VII, 368 y 433 fracción IV, todos del Código Electoral, 

que de los hechos expuestos por los actores, se deduce claramente que la 

pretensión versa en torno al punto 9 nueve de la Sesión Ordinaria Pública 

del Ayuntamiento celebrada el 8 ocho de febrero de 2018 dieciocho 

(siendo éste el acto impugnado), respecto a la autorización general 

concedida a favor de la Síndico Procurador para suscribir convenios y 

finiquitos, en éste caso, con los trabajadores al servicio del Municipio, 

así como comprometer en arbitrajes, sin previa autorización que en cada 

caso específico debe darse por las dos terceras partes de quienes 

conforman al Ayuntamiento, tal y como lo señala el Reglamento Interior 

del Ayuntamiento en su artículo 24, ya que esto, aducen, les impide conocer 

con exactitud, caso por caso, en qué y cómo se utilizará tal autorización, y para lo 

cual emitirían su voto al respecto dentro de una determinada sesión del 

Ayuntamiento, obligación la cual les compete a los integrantes del Ayuntamiento, 

en este caso a los ciudadanos Regidores propietarios en ejercicio de su cargo 

público; lo que consideran se constituye como una presunta violación a sus 

derechos político electorales de ser votados en la modalidad de ejercicio y 

desempeño del cargo. Sin que el acto reclamado consista en la “Aprobación del 

acuerdo por el que el síndico procurador jurídico pueda celebrar la firma de 

convenios y finiquitos de los trabajadores al servicio del municipio”, tal como lo 

asentaron en su escrito, ya que ni los hechos, ni los agravios redactados en el 

recurso, son encaminados a combatir la legalidad de la aprobación del acuerdo.    

 

  Y, por tanto, al alegar los promoventes presuntas violaciones a sus 

derechos político electorales previstos por las leyes en materia electoral y 

derechos humanos, la acción por hechos presuntivos intentada encuadra en el 

supuesto previsto por el artículo 433 fracción IV, del Código Electoral y por 

consecuencia, no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia 

establecidas por el numeral 353 del Código en comento.      

< 

  Máxime que el Código Electoral, si bien en su artículo 352 dispone una serie 

de requisitos que deben cumplir los medios de impugnación, entre ellos el 
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establecido en la fracción VI referente a señalar el acto o resolución impugnada, el 

propio Código en su CAPÍTULO CUARTO CAUSALES DE IMPROCEDENCIA Y 

SOBRESEIMIENTO, numeral 353, fracción I, señala entre otras cuestiones, que los 

medios de impugnación serán improcedentes y se desecharán de plano cuando su 

improcedencia se derive de las disposiciones del presente ordenamiento, o cuando 

no existan hechos o agravios expuestos, o habiéndose señalado sólo hechos, de 

ellos no se pueda deducir agravio alguno; lo cual no acontece en el presente 

asunto, ya que como ha quedado establecido, a través de los hechos y agravios 

vertidos en la demanda en estudio, se ha identificado plenamente el acto 

reclamado y se advirtieron los hechos presuntivos de violaciones a los derechos 

político electorales de los actores, con lo cual se encausa la procedencia del juicio 

ciudadano promovido.  

 

  Finalmente, para un mejor estudio y entendimiento de lo antes expuesto, a 

continuación, se transcriben los artículos invocados del Código Electoral: 

<< 

“Artículo 344. Para la resolución de los medios de impugnación 
previstos en este Código, las normas se interpretarán conforme a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, los tratados o 
instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, así 
como a los criterios gramatical, sistemático y funcional. A falta de 
disposición expresa, se aplicarán los principios generales del derecho.   
La interpretación del orden jurídico deberá realizarse conforme a los 
derechos humanos reconocidos en las constituciones Federal y Local, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más 
amplia.   
En la interpretación sobre la resolución de conflictos de asuntos 
internos de los partidos políticos, se deberá tomar en cuenta el 
carácter de entidad de interés público de éstos como organización de 
ciudadanos, así como su libertad de decisión interna, el derecho a la 
auto organización de los mismos y el ejercicio de los derechos de sus 
militantes. 
 
Artículo 352. Los Medios de Impugnación deberán presentarse por 
escrito, debiendo cumplir con los requisitos siguientes: 
…    
V. Señalar el medio de impugnación que hace valer;   
VI. Identificar el acto o resolución impugnada y la autoridad 
responsable del mismo;   
VII. Mencionar de manera expresa y clara los hechos en que se basa 
la impugnación, los agravios que cause el acto o resolución 
impugnados y los preceptos legales presuntamente vulnerados… 
Artículo 368. Al resolver los Medios de Impugnación, el Tribunal 
Electoral y el Consejo General del Instituto Estatal Electoral deberán 
suplir la deficiencia u omisión en los agravios, siempre y cuando los 
mismos puedan ser claramente deducidos de los hechos expuestos. 
Artículo 433. El juicio para la protección de los derechos político-
electorales, sólo procederá cuando el ciudadano por sí mismo y en 
forma individual, o a través de sus representantes legales, haga valer 
presuntas violaciones a sus derechos de:   
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I… 
IV. Impugne actos o resoluciones que afecten su derecho de ocupar 
y desempeñar el cargo de elección popular encomendado por la 
ciudadanía…”.    

  

5.- Agravios infundados. 

 

Ahora bien, el acto impugnado ya precisado, se tiene por existente en 

términos del contenido del informe circunstanciado y de sus anexos remitidos por 

la autoridad responsable, ya que de la instrumental de actuaciones, la cual goza de 

pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido por el artículo 361 

fracción II del Código Electoral, la certeza del acto puede corroborarse con las 

copias certificadas que obran en autos de la foja 26 a la foja 37, del Acta de 

Ayuntamiento número Cua*02/HA/ORD/2018, en la cual quedó constatada 

la Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento, celebrada el 8 ocho de febrero del 

2018 dieciocho. 

< 

Documento del cual a su vez es posible advertir el Punto de Acuerdo 

impugnado, identificado con el número 9 nueve del Orden del día, mismo que a 

continuación se transcribe para su mejor estudio:  

< 

“EN DESAHOGO DEL PUNTO NUEVE DEL ORDEN DEL DÍA QUE 
ESTABLECE EL ANÁLISIS, DISCUSIÓN Y EN SU CASO 
APROBACIÓN PARA QUE LA SÍNDICO PROCURADOR 
JURÍDICO PUEDA CELEBRAR LA FIRMA DE CONVENIOS Y 
FINIQUITOS DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
MUNICIPIO, LA PRESIDENTA MUNICIPAL MENCIONA QUE DE 
ACUERDO A LOS ARTÍCULOS 67 Y 68 DE LA LEY ORGÁNICA 
MUNICIPAL VIGENTE EN LA ENTIDAD ES OBLIGACIÓN DE LOS 
SÍNDICOS CONTAR CON AUTORIZACIÓN EXPRESA DE LAS 
DOS TERCERAS PARTES DE LOS INTEGRANTES DEL 
AYUNTAMIENTO PARA EFECTO DE COMPROMETER EN 
ARBITRAJES AL MUNICIPIO Y CON ELLO VIGILAR, 
PROCURAR Y DEFENDER LOS INTERESES DEL MISMO, A 
ESTO ATIENDE EL PUNTO EN CUESTIÓN YA QUE LA C. MARÍA 
SILVIA MUÑOZ MALDONADO COMO REPRESENTANTE LEGAL 
DEL MUNICIPIO TIENE LA NECESIDAD DE FIRMAR 
CONVENIOS EN ARBITRAJES CON FUNCIONARIOS Y 
EMPLEADOS ANTE EL TRIBUNAL DE ARBITRAJE DE 
HIDALGO. 
 
UNA VEZ QUE SE DISCUTIÓ LO SUFICIENTE EL TEMA SE 
SOMETE A VOTACIÓN QUEDANDO APROBADO CON 14 VOTOS 
A FAVOR, 1 ABSTENCIÓN DEL SÍNDICO PROCURADOR 
HACENDARIO Y 3 VOTOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES 
FERNANDO LÓPEZ FLORES, ROMEO CORONA GARCÍA Y JUANA 
OLMEDO ESTRADA.”. 
 
 
 
 
 
 
 
 

(Énfasis añadido)  



22 
 

 

Acto continuo, en análisis del único concepto de agravio hecho valer, el cual 

no es transcrito literalmente al no ser necesario ni obligatorio para este Tribunal 

Electoral, se advierte que los promoventes manifestaron en forma resumida, 

lo siguiente: que la determinación transcrita en el párrafo anterior les causa una 

lesión a su esfera jurídica en el ejercicio de las facultades y cumplimiento de las 

obligaciones que les corresponden como Regidores, lo que trasciende de manera 

directa a sus derechos político-electorales de ser votados en su vertiente de 

ejercicio y desempeño del cargo. Ya que la autorización concedida mediante dicho 

punto a la Síndico Procurador Jurídico, es general y abstracta, constituyéndose en 

una violación al ejercicio de sus cargos, toda vez que les impide conocer con 

exactitud, caso por caso, en qué y cómo se utilizará tal autorización. Además que, 

si bien conforme al numeral 67 fracciones I y II de la Ley Orgánica Municipal, la 

Síndico jurídico tiene la facultad de representar al Ayuntamiento ante autoridades 

del trabajo que diriman controversias relacionadas con los trabajadores al servicio 

del Municipio, la misma no la faculta para celebrar convenios ni finiquitos de 

ninguna naturaleza, ya que conforme al artículo 24 de Reglamento Interior del 

Ayuntamiento, a pesar de que los Síndicos no tienen facultades para firmar 

convenios y finiquitos, el Ayuntamiento puede otorgárselas cuando éstos tengan 

como fin desistirse o transigir, previa mayoría calificada. Y en el caso de que se 

otorguen autorizaciones genéricas, se estaría anulando la posibilidad de que los 

integrantes del ayuntamiento puedan revisar o cuestionar un caso específico, lo 

que implica una renuncia anticipada a la obligación de ejercer el cargo. Derecho 

político de ejercicio y desempeño del cargo, el cual se encuentra previsto en los 

artículos 35 fracción II, y 36 fracción IV de la Constitución, así como en el artículo 

18 fracción IV y V de la Constitución Local. 

 

Sirve de apoyo por analogía a la premisa retomada por este Tribunal 

consistente en no transcribir los agravios vertidos, la Jurisprudencia VI.2º.J/129, 

visible en la página 599, en el tomo VII, Abril de 1998, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, Salas y Tribunales Colegiados de 

Circuito, que indica:  

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A 
TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba 
en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no 
implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la 
cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca 
la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha 
omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se 
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le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que 
estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la 
misma.” 

 

< 

Cabe precisar, que conforme a lo establecido por los artículos 368 y 344 del 

Código Electoral, este Tribunal Electoral al momento de resolver los medios de 

impugnación deberá suplir la deficiencia u omisión en los agravios, siempre y 

cuando los mismos puedan ser claramente deducidos de los hechos expuestos, 

realizando una interpretación del orden jurídico conforme a los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución y en la Constitución Local, favoreciendo en todo 

tiempo a las personas con la protección más amplia, sin que ello se entienda como 

la integración de agravios en sustitución de los prominentes, sino como un 

complemento a los mismos; así, precisado lo anterior y al no haber 

argumentos por suplir, es que se consideran INFUNDADOS los agravios 

hechos valer por los promoventes, ello por las razones que a 

continuación serán expuestas:  

 

Primeramente, como marco legal de referencia, se citan los siguientes 

artículos de la Ley Orgánica Municipal y del Reglamento Interior del Ayuntamiento:  

<   

LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO DE HIDALGO. 
 

“ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de orden público y de interés 
social, tiene por objeto establecer las bases generales de la 
administración pública y funcionamiento de los Ayuntamientos del 
Estado; así como, fortalecer la autonomía reglamentaria del 
Municipio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 115 
fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 115 al 148 de la Constitución Política del Estado. 
 
ARTÍCULO 3.- La organización y funcionamiento de los municipios 
del Estado, se regirá por: 
 
I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
II. La Constitución Política del Estado; 
III. La presente Ley; y 
IV. Los Bandos y reglamentos que cada municipio expida de acuerdo 
a sus condiciones territoriales, socio-económicas, su capacidad 
administrativa y financiera. 
 
ARTÍCULO 6.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
 
I. Ayuntamiento: Órgano de Gobierno municipal a través del cual, el 
pueblo, en ejercicio de su voluntad política, realiza la autogestión de 
los intereses de la comunidad.  
… 
IV. Regidores: Integrantes del Ayuntamiento encargados de acordar 
las decisiones para la buena marcha de los intereses del municipio; 
V. Síndicos: Integrantes del Ayuntamiento encargados de vigilar los 
aspectos financiero y jurídico del mismo; 
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ARTÍCULO 29.- El gobierno municipal, se encomendará a un 
Ayuntamiento integrado por un Presidente, los Síndicos y los 
Regidores que establezca la Ley Electoral del Estado del Hidalgo.  
 
Los Ayuntamientos serán electos por planilla, mediante sufragio 
directo, libre y secreto; durarán en su encargo cuatro años y se 
renovarán en su totalidad al término de cada periodo. 
… 
ARTÍCULO 45.- Corresponde a los Ayuntamientos el ejercicio de las 
facultades y el cumplimiento de las obligaciones que sean necesarias, 
para realizar las atribuciones que les confiere el ordenamiento jurídico 
municipal, estatal y federal. 
… 
ARTÍCULO 47.- Los Ayuntamientos deberán resolver los asuntos de 
su competencia colegiadamente y podrán funcionar con la asistencia 
de la mayoría de sus integrantes. Para ello se requiere que hayan 
sido convocados todos sus integrantes y que se encuentre presente, 
por lo menos, la mitad más uno de sus integrantes, entre los que 
deberá estar el Presidente del Ayuntamiento. 
 

 
ARTÍCULO 68.- Los Síndicos están impedidos para desistirse, 
transigir, comprometer en arbitrajes, hacer cesión de bienes o 
arbitrios, salvo autorización expresa que, en cada caso, le otorguen 
las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento. 
 
ARTÍCULO 69.- Las facultades y obligaciones de los regidores, se 
contemplarán en el Reglamento Interior que expida el Ayuntamiento, 
las cuales podrán ser, entre otras, las siguientes: 
 

I. Vigilar y atender el ramo de la administración municipal que conforme a sus 
disposiciones reglamentarias, les sea encomendado por el Ayuntamiento;  
II. Vigilar que los actos de la Administración Municipal, se desarrollen en 
apego a lo dispuesto por las leyes y normas de observancia municipal;  
III. Recibir y analizar los asuntos que les sean sometidos y emitir su voto, 
particularmente en las materias siguientes:  

… 
 

Los Regidores, concurrirán a las sesiones del Ayuntamiento, con voz 
y voto; percibirán su dieta de asistencia que señale el presupuesto de 
egresos del Municipio y no podrán, en ningún caso, desempeñar 
cargos, empleos o comisiones remuneradas en la Administración 
Pública Municipal.” 

 
 

 
REGLAMENTO INTERIOR DEL AYUNTAMIENTO DE CUAUTEPEC 

DE HINOJOSA, HIDALGO. 

 
“ARTÍCULO 1.- Este Reglamento tiene por objeto regular la 
integración y funcionamiento del Ayuntamiento del Municipio de 
Cuautepec de Hinojosa, Hidalgo, como órgano máximo de Gobierno y 
de la Administración Municipal. Estas disposiciones son aplicables a 
los Concejos Municipales que en su caso lleguen a designarse en los 
términos del Artículo 126 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Hidalgo. Para los efectos de esta Ley se entenderá por 
Ayuntamiento, al H. Ayuntamiento del Municipio de Cuautepec de 
Hinojosa, Hidalgo.  
 
 

ARTÍCULO 21.- El Síndico Municipal Hacendario es el encargado de 
vigilar el adecuado funcionamiento de la Hacienda Municipal y de la 
conservación del patrimonio; el Síndico Jurídico de la 
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representación jurídica del Ayuntamiento ante las 
autoridades cuando así fuere necesario. (Énfasis añadido) 
 
ARTÍCULO 23.- Los Síndicos Municipales tienen las atribuciones y 
obligaciones que le señalen la Constitución Política del Estado, la Ley 
Orgánica Municipal, las Leyes y demás ordenamientos jurídicos 
vigentes.  
 
ARTÍCULO 24.- Los Síndicos no pueden desistirse, transigir, 
comprometerse en árbitros y hacer cesión de bienes, salvo 
autorización expresa por las dos terceras partes que en cada caso le 
otorgue el Ayuntamiento.  
 
ARTÍCULO 26.- Los Regidores Municipales son colegiada y 
conjuntamente, el cuerpo orgánico que delibera, analiza, resuelve, 
controla y vigila los actos de administración y del Gobierno Municipal, 
además de ser los encargados de vigilar la correcta prestación de los 
servicios públicos, así como el adecuado funcionamiento de los 
diversos ramos de la Administración Municipal, con base en lo 
dispuesto por la Ley Orgánica de la Administración Municipal del 
Estado.  
 
ARTÍCULO 30.- Los Regidores Municipales tienen las atribuciones y 
obligaciones que les señalan la Constitución Política del Estado, la Ley 
Orgánica Municipal, las Leyes, Reglamentos y demás ordenamientos 
jurídicos vigentes.  
 
ARTÍCULO 31.- Dentro de las sesiones del Ayuntamiento, los 
Regidores tienen las siguientes atribuciones: 
 
 I.- Estar presentes con puntualidad y sobriedad el día y hora que 
sean señalados para Sesión del Ayuntamiento, participando con voz y 
voto…”. 

 

 

Así, en uso de una interpretación sistemática realizada sobre los artículos 

anteriores, se advierte que el Municipio libre en nuestro país se configura como la 

base territorial de los Estados de la Federación, los cuales cuentan con una 

organización política y administrativa regida por un sistema de leyes determinado. 

Recayendo entonces el gobierno municipal en un cuerpo colegiado denominado 

Ayuntamiento a través del cual el pueblo, en ejercicio de su voluntad política, 

realiza la autogestión de los intereses de la comunidad. Dicho órgano de gobierno, 

a su vez es integrado por un Presidente y por el número de Síndicos y Regidores 

que prevean las leyes aplicables; para el caso del Estado de Hidalgo lo es la Ley 

Orgánica Municipal, y dicha integración se configura a través de una elección por 

planilla, mediante sufragio directo, libre y secreto, es decir, democráticamente.  

 

Y que, los Ayuntamientos, al ser instituidos como órganos colegiados, 

deben ejercer así las facultades y el cumplimiento de las obligaciones que les 

corresponden, contando sus integrantes con igualdad de derechos, lo que permite 

tomar decisiones colegiadas mediante un sistema de votación llevada a cabo en 
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una Sesión, respetando así el derecho indirecto de la colectividad representada 

por los diversos integrantes de participar en los asuntos públicos que competen al 

Municipio teniendo el derecho de intervenir con voz y voto en los asuntos de 

interés público que sean puestos a consideración al seno del Ayuntamiento, 

tomando así las decisiones concernientes a través de una mayoría simple o 

calificada, según lo disponga la ley.  
 

 

No obstante, en los Ayuntamientos del Estado de Hidalgo, si bien sus 

integrantes cuentan con igualdad de derechos, también poseen atribuciones y 

obligaciones particulares con base en al cargo que ocupan, mismas que se 

encuentran determinadas por la Ley Orgánica Municipal, así como por el 

Reglamento Interior de cada Ayuntamiento. 
 

 

De entre dichas facultades y obligaciones particulares, se advierte que por 

cuanto hace a la figura de Regidor, una de ellas consiste de manera general, 

conforme al numeral 69 último párrafo de la Ley Orgánica Municipal, en su 

derecho de concurrir a las Sesiones del Ayuntamiento con voz y voto, es decir, 

que los Regidores tienen el derecho de acudir a las Sesiones Ordinarias y 

Extraordinarias que celebre el Ayuntamiento y tomar parte en cada uno de los 

puntos que sean sometidos a consideración y que les competa de forma 

explícita conforme a sus facultades y obligaciones previstas en la ley, 

con lo cual estaría participando en el gobierno municipal y sus decisiones 

repercutirían en la vida pública de la sociedad que lo conforma. Siendo necesario 

resaltar en este párrafo, el hecho de que en ninguno de los artículos transcritos 

con anterioridad se advierte que los Regidores tengan facultades u obligaciones 

explícitas para conocer sobre los asuntos laborales que se relacionen con los 

trabajadores al servicio del Municipio.   

 

Ahora bien, estas atribuciones directas y explicitas, contenidas en el 

artículo 69 de la Ley Orgánica Municipal a favor de los Regidores, 

corresponden efectivamente a los aquí promoventes, toda vez que los mismos 

fueron electos a través de un proceso democrático que culminó con su 

designación como Regidores Integrantes del Ayuntamiento de Cuautepec de 

Hinojosa Hidalgo, por el periodo 2016-2020; hecho el cual no es controvertido.  

 

Por tanto, el ejercicio de dichos encargos como Regidores propietarios, 

debe ser respetado desde la perspectiva del derecho político electoral de ser 



27 
 

votado en su vertiente pasiva que versa sobre el derecho de ejercer las funciones 

inherentes durante el periodo para el que fueron electos. 

 

Criterio anterior, el cual es normado por la Jurisprudencia 20/2010 

sustentada por Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, consultable en las páginas 17 a 19, publicada en la Gaceta de 

Jurisprudencia y Tesis en materia Electoral del año 2010, cuyo rubro y texto es el 

siguiente: 

 

“DERECHO POLÍTICO ELECTORAL A SER VOTADO. INCLUYE 
EL DERECHO A OCUPAR Y DESEMPEÑAR EL CARGO.- De la 
interpretación sistemática y funcional de los artículos 35, fracción II; 
36, fracción IV; 41, base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 186, fracción 
III, inciso c), y 189, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, y 79, párrafo 1, y 80, párrafo 1, de Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
se advierte que el juicio para la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano es procedente para controvertir actos y 
resoluciones que violen el derecho a ser votado, el cual comprende el 
derecho de ser postulado candidato a un cargo de elección popular, a 
fin de integrar los órganos estatales, y a ocuparlo; por tanto, debe 
entenderse incluido el derecho de ejercer las funciones inherentes 
durante el periodo del encargo.” 

 

Por otra parte, y una vez establecida la premisa anterior, pero ahora en un 

diverso análisis, es evidente que por cuanto hace a la figura del Síndico, éste se 

constituye como un integrante del Ayuntamiento con los mismos derechos y con 

una serie de atribuciones generales y particulares, previstas por la ley. 

 

Y de entre dichas facultades y obligaciones, algunas de ellas consisten 

conforme al numeral 67 de la Ley Orgánica Municipal, en representar 

jurídicamente al Ayuntamiento ante las autoridades cuando así fuere 

necesario vigilando, procurando y defendiendo los intereses municipales; 

representación la cual se encuentra limitada y acotada por la propia ley, en éste 

caso, por la Ley Orgánica Municipal y el Reglamento Interior del Ayuntamiento, tal 

y como lo dispone el artículo 68 y el diverso 24, respectivamente, los cuales en su 

conjunto señalan que en el caso de transigir, desistirse, comprometer en arbitrajes 

y hacer cesión de bienes o arbitrios, los síndicos se encuentran impedidos; no 

obstante la excepción a esta regla se actualiza cuando se configura una 

autorización expresa que le sea otorgada por las dos terceras partes del 

ayuntamiento.  
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Es decir, en uso de una interpretación funcional, para que un Síndico pueda 

1.- transigir, 2.- desistirse, 3.- comprometer en árbitros, 4.- hacer cesiones de 

bienes 5.- árbitros; es necesario se actualicen los siguientes supuestos:  

 

a) Se de una autorización expresa. 
 
b) Que dicha autorización sea otorgada por dos terceras partes 

.   del Ayuntamiento.  

 
 

Ahora bien, una vez precisado lo anterior, y considerando que en el único 

concepto de agravio aducido por los accionantes, se duelen de que su derecho de 

ser votados en la vertiente del ejercicio o desempeño del cargo que la ciudadanía 

les encomendó, les fue violentado a través de la autorización general que concedió 

atribuciones a favor de la Síndico Procurador Jurídico para suscribir convenios y 

finiquitos, específicamente en este caso respecto a los que versen sobre asuntos 

relacionados con los trabajadores al servicio del Municipio, así como comprometer 

en arbitrajes, aduciendo que debió haber existido una autorización para cada caso 

concedida por las dos terceras partes del Ayuntamiento ya que es su derecho 

conocer previamente el objeto de cada convenio y/o finiquito en materia laboral, 

así como discutirlo y aprobarlo; este Tribunal Electoral considera, que dicho 

concepto de agravio hecho valer por los promoventes deviene INFUNDADO. 

 

Lo anterior es así ya que en la autorización votada y concedida a través del 

Punto 9 del Orden del día de la Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento 

celebrada en fecha 8 ocho de febrero del año 2018 dos mil dieciocho, y por la cual 

se concedieron atribuciones a favor de la Síndico Procurador Jurídico para suscribir 

convenios y finiquitos, en éste caso específico, con los trabajadores al servicio del 

Municipio, así como comprometer en arbitrajes, tal y como lo dispone el artículo 68 

de la Ley Orgánica Municipal y el diverso numeral 24 del Reglamento Interior del 

Ayuntamiento, no se violentó de forma alguna el derecho de voto pasivo en la 

modalidad indicada, ya que de las constancias que obran en autos y que han sido 

valoradas en términos de la instrumental de actuaciones prevista por el artículo 

357 fracción V del Código Electoral, de ninguna de dichas constancias se 

desprende que los accionantes hayan sido privados de ejercer sus derechos como 

Regidores. 

 

Primero, porque en efecto fue llevada a cabo una Sesión Ordinaria Pública 

en el Ayuntamiento a la cual fueron debidamente citados; hecho el cual no fue 

controvertido. Y en la hora y fecha señaladas para su celebración, participaron en 
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todos los puntos del Orden del día emitiendo su voto en los respectivos asuntos. Y 

finalmente, por cuanto hizo al contenido del punto 9 nueve que se reclama, se 

procedió a su desahogo informando a los presentes el contenido y alcance del 

mismo, señalando explícitamente que la autorización a favor de la Síndico 

Procurador Jurídico que se sometía a votación, versaba específicamente sobre 

conceder atribuciones a favor de la Síndico Procurador Jurídico para 

suscribir convenios y finiquitos de los trabajadores al servicio del 

Municipio, así como comprometer en arbitrajes, ello con la finalidad de 

ejercer su representación legal y así vigilar, procurar y defender los 

intereses del Municipio9; sin que los Regidores promoventes hayan expuesto en 

ese momento preciso ante el Ayuntamiento en Pleno, los motivos y razones 

suficientes para justificar previamente el sentido de sus votos en contra y con ello 

tratar de persuadir a la mayoría de los integrantes del Ayuntamiento para que el 

contenido, alcances y sentido del punto 9 nueve del Orden del día, fuese diferente 

al finalmente aprobado, ya que como se advierte de la copia de la grabación del 

audio de la Segunda Sesión Ordinaria Pública del Ayuntamiento celebrada el 8 

ocho de febrero de 2018 dos mil dieciocho, los accionantes decidieron no hacer 

uso de su derecho de intervenir para exponer sus razones de disenso limitándose 

únicamente a emitir su voto en contra. 

 

Así, lo anterior se considera suficiente para tener por satisfecho el primer 

supuesto establecido en los artículos 68 de la Ley Orgánica Municipal y 24 del 

Reglamento Interior del Ayuntamiento, respectivamente, ya que en efecto fue 

descrita la autorización expresa que se sometió a votación, es decir, autorización 

para suscribir convenios y finiquitos de los trabajadores al servicio del Municipio, 

así como comprometer en arbitrajes, ello con la finalidad de ejercer su 

representación legal y así vigilar, procurar y defender los intereses del Municipio. 

 

Mientras que el segundo supuesto previsto por las leyes en cita, que trata 

de una aprobación por mayoría calificada, se tiene por satisfecho a 

consideración de este Tribunal Electoral, ya que como se advierte del Acta del 

Ayuntamiento número Cua*02/HA/ORD/2018, después de haber sido declarado el 

tema como suficientemente discutido sin objeción alguna, se procedió a su 

votación y aprobación, en la cual se contaron 14 catorce votos a favor, 1 una 

abstención y 3 tres votos en contra, éstos últimos los cuales fueron 

emitidos por los aquí promoventes, configurándose así la mayoría calificada 

requerida. Lo que refleja que existió una efectiva participación por parte de los 
                                                            
9 Consultable en foja 33 de los autos del expediente TEEH-JDC-009/2018. 
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Regidores promoventes, respetando su derecho (facultad y obligación) de 

conocer previamente el tema a tratar e intervenir con voz y voto en la 

Sesión del Ayuntamiento.  

 

Además, el hecho de que no hayan obtenido resultado favorable acorde a 

sus intereses particulares, no implica de manera alguna un menoscabo a sus 

derechos político electorales tutelados, ni una imposibilidad de los actores para 

ejercer su encargo, ya que se encontraron en aptitud idónea de conocer 

previamente el asunto para así participar después con voz y voto en la toma de la 

determinación, máxime que los accionantes decidieron no hacer uso de su derecho 

de intervenir para exponer previamente sus razones de disenso limitándose 

únicamente a emitir su voto en contra. Todo esto enmarcado por las formalidades 

que prevé la ley para la celebración de las Sesiones del Ayuntamiento.  

 

En abono a lo anterior, además cabe mencionar que del artículo 69 de la 

Ley Orgánica Municipal y de la lectura integral del Reglamento Interior del 

Ayuntamiento, no se advierte que los Regidores tengan facultades u obligaciones 

directas para conocer sobre los asuntos laborales que se relacionen con los 

trabajadores al servicio del Municipio y que devengan en la firma de convenios o 

finiquitos. Mientras que para el caso de los Síndicos, las leyes en cita a través de 

sus artículos 68 y 24, respectivamente, sí prevén la posibilidad genérica de que 

puedan desistirse de alguna acción, firmar convenios, participar en medios 

alternativos de solución de conflictos, hacer cesión de bienes o arbitrios, pero 

siempre y cuando exista una autorización expresa otorgada por las dos terceras 

partes de los integrantes del Ayuntamiento; circunstancias las cuales acontecen en 

el presente caso en estudio tal y como ha quedado establecido en párrafos 

anteriores. Y por tanto, al no contar los Regidores con atribuciones directas de ese 

tipo para conocer sobre los asuntos laborales que se relacionen con los 

trabajadores al servicio del Municipio y que devengan en la firma de convenios o 

finiquitos, el hecho de que haya sido otorgada la autorización a favor del Síndico 

Procurador Jurídico para suscribir convenios y finiquitos de los trabajadores al 

servicio del Municipio, así como comprometer en arbitrajes, no implica de manera 

alguna exclusión implícita al desempeño de las funciones que les corresponden en 

el marco del ejercicio de facultades y obligaciones que tienen como Regidores del 

Ayuntamiento, ya que dichas facultades y/u obligaciones no les competen 

directamente, tal y como ha quedado establecido; y por tal motivo, tampoco en 

estas circunstancias se configura la violación alegada a sus derechos político 

electorales.   
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  Así, con sustento en todas las consideraciones antes vertidas por este 

Tribunal Electoral, para dar cumplimiento con lo dispuesto por el artículo 436 

fracción I del Código Electoral, lo procedente es CONFIRMAR el acto impugnado. 

< 

Por lo expuesto y fundado en los preceptos legales citados en el cuerpo de 

esta resolución y en los artículos 1°, 17, 35, 116, fracción IV, inciso I de la 

Constitución Federal; 17 fracción II, de la Constitución Local; 344, 345 346 fracción 

IV, 367, 433 fracción IV, 435, 436, del Código Electoral; 12, fracción V, inciso b), 

de la Ley Orgánica del Tribunal; y, 17 fracción I, del Reglamento Interior del 

Tribunal, es de resolverse y se:  

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. – Este Tribunal Electoral ha sido competente para 

resolver el Juicio para la Protección de los Derechos Político Electorales 

del Ciudadano, promovido por Juana Olmedo Estrada, Fernando López Flores y 

Romeo Corona García, todos en su carácter de Regidores integrantes del 

Ayuntamiento Municipal de Cuautepec de Hinojosa, Estado de Hidalgo. 

 

 

SEGUNDO. – Se declara INFUNDADO el único agravio hecho valer 

por los promoventes, por lo cual se procede a CONFIRMAR el acto 

impugnado consistente en el Acuerdo aprobado como Punto 9 nueve del Orden del 

Día de la Segunda Sesión Ordinaria Pública del Honorable Ayuntamiento Municipal 

de Cuautepec de Hinojosa, Hidalgo, constatada en el Acta de Ayuntamiento 

Cua*02/HA/ORD/2018.  

 

 

< NOTIFÍQUESE por oficio a la autoridad responsable con copia certificada 

de esta Sentencia y por estrados a la parte actora y demás interesados. Lo anterior 

en términos de los artículos 375, 376, 377, 378, 379 y 437, todos del Código 

Electoral del Estado de Hidalgo. 

Asimismo, hágase del conocimiento público a través del portal web de este 

Tribunal una vez que la sentencia haya causado estado. 
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Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad de los Magistrados que integran 

el Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, Magistrado Presidente Manuel Alberto 

Cruz Martínez, Magistrada María Luisa Oviedo Quezada, Magistrada Mónica Patricia 

Mixteca Trejo, Magistrado Sergio Zúñiga Hernández y Magistrado Jesús Racial 

García Ramírez, siendo ponente la segunda de los mencionados, ante la Secretaria 

General, Jocelyn Martínez Ramírez que Autoriza y da fe. 


